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PRESIDE: Señora Representante Susana Pereyra. 

MIEMBROS: Señoras Representantes Gabriela Barreiro y Patricia Vázquez Varela y señores 
Representantes José Andrés Arocena, Carlos Pérez, Edgardo Rodríguez y José 
Yurramendi. 

DELEGADA 

DE SECTOR: Señora Representante María José Olivera. 

SECRETARIO: Señor Horacio Capdebila. 


PROSECRETARIA: Señora Lilián Fernández Ciítera. 


SEÑORA PRESIDENTA (Susana Pereyra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Propongo comenzar a analizar en general el proyecto y cada uno de los artículos en particular, para saber en 
cuáles hay acuerdo y en cuáles no, y si hay textos alternativos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va votar la propuesta. 
(Se vota) 


Seis en siete: AFIRMATIVA. 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- No estuvimos en la sesión pasada, pero lo que nos trasmitió el diputado 
Rubio era que había un acuerdo con el Partido Nacional en el sentido de que se iba a esperar al 
diputado Olivera. Quiero dejarlo sentado en la versión taquigráfica. De todas maneras, estamos en 
condiciones de comenzar a discutir el proyecto. 


También me trasmitió el diputado Rubio que se iba a comenzar a hablar sobre el cronograma de visitas y que 
esta Comisión votó por unanimidad la visita al barrio 30 de Julio. Planteamos que ese tema se retome hoy 
porque nos gustaría irnos con una fecha de visita al barrio. 


Asimismo, nos trasmitió que se iba a hablar sobre la extensión del tiempo de la sesión, comenzando a las 9 
horas, o de lo contrario agregando un día, porque la lista de delegaciones que han pedido ser recibidas es muy 
extensa -es nuestra tarea y corresponde- y la gente merece ese respeto. 


Reitero los tres planteos que me trasmitió el diputado Rubio: que había un acuerdo con el Partido Nacional 
para esperar al diputado Olivera; que se iba a fijar una visita al barrio 30 de Julio, y que íbamos a considerar 
si agregar un día de sesión o extender el horario. 


Por ese motivo voté en contra de la propuesta de la presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- El voto en contra no existe; simplemente, no la votó. 


Quiero ser muy precisa en los objetivos de la Presidencia de esta Comisión. Estamos en falta con el tema de 
legislar. Estuvimos un año entero sin que saliera un proyecto de ley de esta Comisión. Tenemos una deuda en 
el trabajo legislativo que debemos atender, sin descuidar el acercamiento con la gente, que me parece que es 
una de las obligaciones que tenemos como legisladores. Queremos cumplir con los cometidos que nos 
fijamos: aprobar este proyecto de ley en el menor tiempo posible, contemplando las aspiraciones de todos los 
sectores. También vamos a tener que considerar el proyecto sobre directrices costeras que ya tiene media 
sanción del Senado. Asimismo, nos interesa mucho una iniciativa sobre inmuebles abandonados. También 
tenemos presente la necesidad de ir a los barrios y legislar en algún otro tema que está pendiente. 


Si hay demasiada urgencia, fijaremos otra fecha para ir al barrio; de lo contrario, seguiremos con los 
objetivos propuestos. Difícilmente podamos avanzar si no cumplimos con la tarea de legislar que es nuestra 
primera competencia, sobre todo teniendo en cuenta que estamos atrasados. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- Quiero dejar constancia de que en la reunión pasada el 
acuerdo fue comenzar a trabajar en el articulado, sobre todo en los puntos en que estábamos de 
acuerdo. Lógicamente, también hablamos de que se debía coordinar las fechas para ir haciendo las 
visitas y para atender las delegaciones. 


Personalmente, expresé y vuelvo a reiterar que no estoy de acuerdo con que una comisión deje de votar una 
ley porque un diputado se haya ido a China por un mes. 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- Creí haber entendido que en la sesión pasada se decidió 
esperar a que el diputado Olivera volviera para iniciar el trámite sobre el proyecto de ley de directrices 
nacionales de ordenamiento territorial. De todos modos, voté afirmativamente la propuesta para 
aportar a la dinamización de la actividad de la Comisión. Y si bien vamos a tratar artículos en los que 
haya consenso quisiera que se prorrogara la votación hasta que vuelva el diputado Olivera. No quiero 
hacerme responsable con mi voto de suplente de algo tan importante como este proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No estuve en la sesión pasada pero leí la versión taquigráfica y junto con la 
Secretaría programamos la reunión de hoy. Voy a leer palabras del diputado Yurramendi: “Como 
salida intermedia propongo que el 6 de julio empecemos a trabajar en los temas que estemos de 
acuerdo del proyecto y analicemos lo que plantearon los intendentes, así el 13 de julio, cuando el 
diputado Olivera ya esté aquí, hayamos adelantado trabajo. En una sesión no vamos a pulir el 
proyecto. Hay que sacar palabras, agregar expresiones -como ordenamiento departamental-, modificar 
algún inciso -como el que se refiere a la zona metropolita-, lo que nos puede llevar mucho tiempo. 


En definitiva, sugiero empezar a trabajar y el 13 de julio, cuando esté el diputado Olivera, que haga sus 
aportes técnicos. Nosotros vamos a expresar lo que queremos y capaz que después hay que afinar el lápiz”. 


A continuación, el diputado Rubio agrega: *“ Estamos de acuerdo con esta salida intermedia”. 


Nosotros leímos la versión taquigráfica y nos manejamos con eso. 


Luego, quien estaba presidiendo, el diputado Rodríguez, dice: “Si les parece bien, encomendaremos a la 
señora presidenta que coordine con la Secretaría de la Comisión el plan de trabajo para el día 6 de julio, 
teniendo presente la necesidad de visitar el barrio 30 de Julio y de recibir al doctor Ramón Méndez y a las 
delegaciones que tenemos pendientes, así como la posibilidad de que la reunión comience antes de la hora 
10”. A continuación se votó afirmativamente por unanimidad. 


En ese marco nos planteamos trabajar: analizar el proyecto en general y los artículos en los que haya acuerdo. 
Quien no se sienta capacitado para votar, que no lo haga. Dejaremos para el final los artículos en los que no 
haya acuerdo, haya diferencias o se quiera plantear una redacción alternativa. 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- Con respecto al proyecto de ley sobre directrices 
nacionales, entendemos que es tardío y que puede llevar a incompatibilidades con las directrices 
departamentales. Prácticamente, en 2011 en mi departamento la Junta fue conminada a trabajarlas y a 
presentarlas, en especial por Beltrame porque, de lo contrario, iba a haber connotaciones negativas con 
respecto a los trámites de Mevir. 


Ya desde el vamos, el tratamiento de este proyecto es tardío, y debemos tener mucho cuidado en no generar 
incompatibilidades o incoherencias con las directrices departamentales que ya fueron dadas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo que plantea la diputada está contemplado en el artículo 15, que dice: 
“(Instrumentos anteriores a esta ley).- Los instrumentos de ordenamiento territorial aprobados con 
posterioridad a la vigencia de la Ley N* 18.308, de 18 de junio de 2008 y con anterioridad a la vigencia 
de la presente ley deberán ajustarse en su próxima revisión a lo dispuesto en la presente ley, sin 
perjuicio del cumplimiento de las disposiciones aquí contenidas, mientras no fueren revisados”. 


Inclusive, recibimos a la Mesa del Congreso de Intendentes, que hizo su planteo, así como lo hicieron 
algunos diputados que integran esta Comisión y que tenían experiencia en su departamento, y fueron 
contemplados. Asimismo, cuando concurrió el Poder Ejecutivo, en las personas de Schelotto y José Freitas, 
nuevo director Nacional de Ordenamiento Territorial, lo tomaron en cuenta. 


¿Estamos en condiciones de votar en general el proyecto y comenzar con el análisis en particular de los 
artículos en los que haya acuerdo, dejando el resto para atrás? 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- Propuse que no votáramos nada; que cada uno expusiera 
su Opinión y en la próxima sesión se votara. De esa forma ya estamos cumpliendo con el tratamiento 
del tema. No digo que no se trate; podemos opinar sobre cada uno de los artículos, pero que la votación 
se postergue hasta la próxima sesión. 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- Quiero hacer una consulta al diputado Yurramendi. No me parece una 
solución intermedia que hoy se empiece a votar. La idea era que se empezara a tratar. No entiendo su 
propuesta. El diputado Rubio me trasmitió que había cierto acuerdo con el diputado Olivera. Si lo 
empezamos a votar, es definitivo y no es un tratamiento intermedio. 


SEÑOR YURRAMENDI (José).- Tenemos que empezar por lo más complejo del articulado. Si estamos 
de acuerdo, se vota rápido. ¿Cuál es el apuro de comenzar a votar? El proceso debería consistir en 
analizar cada artículo y ver en cuáles hay acuerdo y en cuáles no. De esa forma, hoy nos vamos con un 
trabajo adelantado y estudiaremos aquellos artículos en los que tenemos discrepancia. Mi intención no 
era votar, sino estudiar el articulado. De lo contrario, seguiremos hablando y no adelantaremos nada. 
Tenemos que meternos en el papel, a fin de no desperdiciar la sesión de hoy postergando el 
tratamiento. Luego la diputada Vásquez podrá informar al diputado Olivera los artículos en los que no 
hay acuerdo, para que en la próxima sesión vengamos preparados, a efectos de adelantar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a tomarlo como método de trabajo para avanzar. Va a quedar en la 
versión taquigráfica los acuerdos y los desacuerdos, y esperemos que luego podamos respetar estos 
avances a los que arribemos. 


Léase el artículo 1*. 
(Se lee) 


———¿Alguien tiene alguna observación? 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- Este método tiene sus complicaciones, porque siempre vamos a tener que 
remitirnos a las cuestiones generales. 


Nosotros vamos a votar en contra de este proyecto porque entendemos que es derogatorio de la Ley 

N* 18.308. Cuando dice que está cumpliendo con ella, no es así. Si uno se remite al artículo 9” de la Ley 
N* 18.308 verá que se establecen los contenidos que este proyecto debería tener y, sin embargo, los está 
postergando para otros instrumentos. De acuerdo a la terminología que utiliza, cuando se refiere a 
instrumentos del ámbito nacional -ahí está la vaguedad-, está hablando de las leyes, como esta, que da 
determinadas garantías democráticas de discusión, de participación, y de los decretos del Poder Ejecutivo, 
que tienen forma de programas. Al no tener estos contenidos el proyecto de ley, los instrumentos quedan en la 
órbita del Poder Ejecutivo a través de los futuros programas, lo que cambia el espíritu de la Ley N* 18.308. 
No estábamos de acuerdo con que las audiencias públicas no fueran vinculantes, pero por lo menos tenían 
una lógica de participación, y ahora se va a una lógica discrecional, a través de los programas del Poder 
Ejecutivo. 


Quería hacer estos comentarios del artículo 1%, porque entendemos que no está dando cumplimiento con la 
Ley N* 18.308 a la que se refiere. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase por Secretaría el artículo 9” de la Ley N* 18.308. 


(Se lee:) 


“Artículo 9. (Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible).- Las Directrices 
Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible constituyen el instrumento general de la 
política pública en la materia y tendrán por objeto: a) El establecimiento de las bases y principales objetivos 
estratégicos nacionales en la materia. b) La definición básica de la estructura territorial y la identificación de 
las actuaciones territoriales estratégicas. c) La formulación de criterios, lineamientos y orientaciones 
generales para los demás instrumentos de ordenamiento territorial, para las políticas sectoriales con 
incidencia territorial y para los proyectos de inversión pública con impacto en el territorio nacional. d) La 
determinación de los espacios sujetos a un régimen especial de protección del medio ambiente y sus áreas 
adyacentes y las modalidades de aprovechamiento, uso y gestión de los recursos naturales. e) La propuesta de 
los incentivos y sanciones a aplicar por los organismos correspondientes que contribuyan a la concreción de 
los planes. f) La proposición de medidas de fortalecimiento institucional y el apoyo a la coordinación y 
cooperación para la gestión planificada del territorio”. 


———¿El Frente Amplio tiene alguna objeción con respecto al artículo 1%? 
SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- No. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Y el Partido Nacional? 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- Sí, porque en la medida en que haya injerencia de 
programas del Poder Ejecutivo no estamos hablando de una ley que atienda las realidades del medio, 
sino que se las impone. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- ¿Cuáles son los programas del Poder Ejecutivo? 
SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- Los programas a los que se refirió el diputado preopinante. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- ¿Dónde están? 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- Frente a la información del diputado de Unidad Popular 
me entró la duda. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- Una ley es un conjunto de normas y expresan lo que está 
escrito, y es bien claro. Se está diciendo que deroga la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible y nosotros entendemos que no; por el contrario, la refuerza. El proyecto que tenemos a 
estudio es un instrumento que está previsto en la ley original de ordenamiento territorial. El artículo 8” 
dice que hay instrumentos de planificación territorial. ¿Cuáles son? Los paso a leer. “La planificación 
y ejecución se ejercerá a través de los siguientes instrumentos de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible: a) En el ámbito nacional: Directrices Nacionales y Programas Nacionales. b) En 
el ámbito regional: Estrategias Regionales. c) En el ámbito departamental: Directrices 
Departamentales, Ordenanzas Departamentales, Planes Locales. d) En el ámbito interdepartamental: 
Planes Interdepartamentales. e) Instrumentos especiales”. Este es uno de esos instrumentos: las 
directrices nacionales. Entendemos que no deroga nada; por el contrario, va llenando de contenido la 
ley de ordenamiento territorial, como también la va llenando las directrices departamentales, que no se 
han aprobado en todos los departamentos. Por ejemplo, en Tacuarembó no se aprobó aún la directriz 
territorial del departamento. Luego podrá haber decretos de los intendentes sobre diversas cuestiones, 
pero las directrices son el instrumento que ordena el territorio del departamento y se aprueban con 
todos los requisitos que se requieren. 


No entendemos a qué se refieren cuando hablan de programas del Poder Ejecutivo. Lógicamente, el Poder 
Ejecutivo toma muchas medidas que tienen que ver con el ordenamiento. Esta es una directriz que tiene que 
ordenar todo eso. Si se requiere que esta ley sea más específica, que tenga otros contenidos, habrá que 
discutirlo, que es lo que estamos haciendo. Para nosotros debe tener este contenido grosso modo, pero 
siempre es discutible. No entendemos el planteo. 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- Si analizamos el artículo 9” de la Ley N” 18.308, el literal a) se refiere a “El 
establecimiento de las bases y principales objetivos estratégicos nacionales en la materia”. A eso se da 
cumplimiento; los particulariza, los escribe, los expone. En el literal b) establece “La definición básica 
de la estructura territorial” -esto las directrices no lo tienen- “y la identificación de las actuaciones 
territoriales estratégicas”. ¿Cuáles son? ¿Qué puentes están incluidos ahí? ¿Está el puerto de aguas 
profundas? ¿Hay algún tipo de infraestructura estratégica que esté identificado en este proyecto? 
¿Está mapeado? ¿Podemos agarrar un mapa y decir que las actuaciones estratégicas del ministerio 
serán tales? 


Reitero, el literal b) habla de “La definición básica de la estructura territorial y la identificación de las 
actuaciones territoriales estratégicas”. Como no lo hace la ley, lo hará un programa. Los programas serán 
competencia del Poder Ejecutivo. No van a ser discutidos por los diputados. 


Por lo tanto, cuando este proyecto establece que las directrices nacionales previstas como instrumento del 
ámbito nacional serán obligatorias para las intendencias, está diciendo que los decretos del Poder Ejecutivo 
serán obligatorios para las intendencias. 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- Es un claro ejemplo centralizador y no descentralizador. 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- Por eso la expresión “ámbito nacional” no es la que corresponde, porque da 
la discrecionalidad al Poder Ejecutivo de hacer obligatorios sus programas por encima de las 
autonomías de los gobiernos departamentales. Y cuando establece que se da cumplimiento a la ley, en 
realidad, deroga los artículos 9”, 14 y otros. Por ejemplo, no está dando cumplimiento al literal b) del 
artículo 9”. El literal e) establece que las directrices nacionales -es decir, este proyecto que está 
discutiendo el Parlamento, por supuesto a instancias del Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 
Economía y Finanzas- deben definir “los incentivos y sanciones a aplicar por los organismos 
correspondientes que contribuyan a la concreción de los planes”. Sin embargo, no los define; dice que 
los definirá el Poder Ejecutivo. ¿Por qué decimos esto? Porque se establece en un artículo que la 
ubicación de los proyectos no será de forma coercitiva, sino a través de estímulos que determinará el 
Poder Ejecutivo y no la ley. Esos estímulos pueden ser tales como una zona franca, por ejemplo, pero 


no lo va a definir la ley, a pesar de que así está establecido. Por eso decimos que no se está cumpliendo 
con el artículo 9%. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- Creo que esta es una cuestión de nunca terminar. Como no 
vamos a votar y seguramente cuando venga el diputado Olivera tendrá otra opinión, me parece que 
hoy no vamos a avanzar mucho. Lo digo con todo respeto. 


Se dice que el artículo 9” de la Ley N* 18.308 se refiere a El establecimiento de las bases y principales 
objetivos estratégicos nacionales en la materia” y el Capítulo II del proyecto se refiere a “Bases y objetivos 
estratégicos nacionales”, el artículo 5” se refiere a “(Objetivos estratégicos integrales)”, el artículo 6%, a 
“(Objetivos estratégicos sectoriales)”, el artículo 7%, a “(Áreas de uso preferente)”. No es que no habla del 
asunto. 


Lógicamente, este proyecto de ley no va a contener todos los puentes que hay que hacer, ni los estratégicos. 
Hay una cuestión a tener en cuenta -con la que se podrá estar de acuerdo o en desacuerdo-: ¿cuál es el grado 
de consenso que tiene el país para determinadas cosas? Por ejemplo, yo soy hincha del puerto de aguas 
profundas, pero no todo el país, ni todos los sectores políticos ni los actores coinciden en esa cuestión. Si 
pusiéramos en la ley cinco, diez, quince, veinte objetivos estratégicos, como que hay que hacer tal ruta, tal 
puente, seguramente eso llevaría a que no se pudiera aprobar, porque no habría grado de consenso para 
hacerlo, por eso las directrices tienen que ser generales. No son cuestiones específicas. Podrá haber algún 
punto que tenga más aproximación a lo específico, pero en general son líneas programáticas de ordenamiento 
territorial y por eso no hay un detalle. Algunos técnicos han planteado en la legislatura pasada que tendría 
que haber un mapa en el que figure donde se planta trigo, árboles, soja, donde se desarrolla la lechería y 
donde la ganadería. Si lo quisiéramos hacer, me imagino el lío que tendríamos con los intendentes, porque 
con toda razón nos dirían “¿Por qué se están metiendo en nuestro territorio?”. 


Este proyecto plantea lineamientos generales. Después el país tendrá que seguir avanzando, bajando a tierra, 
poniendo la lupa, cuando esté en condiciones de acordar, por ejemplo, que la forestación estará en tal o cual 
lugar. Esto hay que tenerlo presente. Esta iniciativa no entra en un grado de detalle tal, que implique una 
planificación estricta de todo el territorio. Ojalá en algún momento lleguemos a eso, pero esto es una 
aproximación a los lineamientos de ordenamiento territorial. Por ejemplo, sanciones no hay, porque no hay 
normas que prohíban algo. En general, se habla de promover, fortalecer, fomentar, potencial, impulsar y 
facilitar. No es que obliguen a hacer tal o cual cosa o que haya algo prohibido. En lo personal, tenemos una 
propuesta en cuanto a establecer zonas buffer en todos los ríos y arroyos del Uruguay y eso conlleva una 
sanción, pero es un caso puntual. Pero en todo el proyecto no hay artículos de ese tipo. Les pido que lo 
analicemos en esos términos. Pero si planteamos que debe tener un grado de detalle, no lo busquen porque no 
lo van a encontrar. Son lineamientos para una planificación, que después se complementan con lo 
departamental. Esto es complementario de lo que hace cada departamento. Hay que actuar juntos en el 
territorio. Lo mismo sucede con las directrices regionales y las costeras; tienen que complementarse. Quizá 
una directriz departamental pueda ir más en detalle sobre el territorio de un departamento, pueda bajar la 
lupa, pero este instrumento no lo permite, menos aún con este grado de desarrollo de la planificación. 


Quería hacer esta reflexión general. Hoy sería impensable en el país definir con cierto grado de detalle 
algunas cuestiones. Podrá avanzar. Como Frente Amplio tenemos un proyecto, pero no es el mismo que 
tienen los intendentes, con toda lógica y legitimidad. 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- La no obligatoriedad no está tan explícita en el proyecto de 
ley, porque en varios artículos se usa el término “vinculante”, que se refiere a obligatoriedad, por lo 
que no hay un dejar hacer. 


Por otro lado, creo que el diputado no se refería a obras puntuales; lo que entiendo que él pretende, así como 
el diputado Olivera, es que la ley se rija libremente y no que haya injerencia del Poder Ejecutivo en 
determinadas cosas que pueden tener una acción paralizante frente a determinadas decisiones de los 
gobiernos departamentales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El 18 de mayo del presente año recibimos a la Mesa del Congreso de 
Intendentes, representada por su presidente, el intendente de Cerro Largo, economista Sergio Botana; 


por el ler. Vicepresidente, intendente de Rocha, Aníbal Pereyra, y por el 2do. Vicepresidente, 
intendente de Rivera, Marne Osorio. En términos generales, la Mesa del Congreso de Intendentes se 
mostró favorable al proyecto de ley, aunque se hicieron algunas precisiones en ciertos artículos que 
luego veremos. Los intendentes marcaban lo que estaba diciendo el diputado Rodríguez: que estas son 
normas generales para manejarse. Asimismo, plantearon que haya coherencia en las grandes líneas de 
trabajo con respecto a las directrices generales. Se delimitó con precisión cuáles eran las competencias 
de los municipios, de las intendencias y se mostró celo en que eso no se fuera a avasallar por este 
proyecto de ley, cosa con la que estamos todos de acuerdo. No sé si todos lo tendrán presente. 


Por lo que entiendo, hay algunas observaciones con respecto al artículo 1%, por lo que lo vamos a dejar para el 
final de la discusión. 


Léase el artículo 2*. 
(Se lee) 


———¿Alguien tiene alguna observación para hacer? 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- Se refiere a las zonas en las que la República ejerce soberanía. ¿Ejercemos 
soberanía en las zonas francas? 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- Son parte del territorio nacional y se ejerce plena 
soberanía sobre ellas por parte del gobierno, en nombre del Estado uruguayo. Ahí rigen determinadas 
normas, pero que son establecidas por el gobierno en nombre de la nación. Es claramente parte del 
territorio; por lo tanto, están comprendidas en los territorios en los cuales Uruguay tiene soberanía. 


SEÑORA PRESDIENTE.- Por lo que veo hay acuerdo en el artículo 2*. 


Léase el artículo 3%. 


(Se lee) 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- Quiero hacer referencia al término “vinculante”. Acá 
hablamos de obligatoriedad. Entendemos que se deberían dar pautas y no imposiciones. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- Este artículo prácticamente recoge lo que está establecido 
en el artículo 2” de la Ley N” 18.308, que establece: “Los instrumentos de ordenamiento territorial son 
de orden público y obligatorios en los términos establecidos en la presente ley. Sus determinaciones 
serán vinculantes para los planes, proyectos y actuaciones de las instituciones públicas, entes y 
servicios del Estado y de los particulares”. 


Es el mismo concepto, al que se le da continuidad en la legislación. No nos merece más comentarios y nos 
parece bien. Lo que se plantea es que las disposiciones deben tener vinculación. De lo contrario, cualquier 
ente del Estado, Antel, UTE, OSE, elabora un proyecto y no atiende la ley, por lo que no tendría ningún 
sentido aprobarla. Lo menos que se puede hacer es establecer que sea vinculante, al igual que la ley de 
ordenamiento territorial. Tiene un antecedente muy importante que tenemos que manejar. 


SEÑOR AROCENA (José).- Cuando asistieron los intendentes, si bien recalcaron que venían a título 
personal y no traían una postura del Congreso, fueron claros al decir que esto violentaba las 
autonomías departamentales. De hecho, propusieron modificar sustancialmente este artículo o 
eliminarlo. Estamos hablando de jefes comunales que fueron reelectos -salvo el intendente de Rocha, 
Pereyra-, y vienen trabajando en el tema de forma detallada. Fueron estrictamente claros acerca de las 
palabras “obligatoriedad” y “vinculante”. ¿Dónde van a quedar las disposiciones departamentales y 
los intereses de cada uno de los departamentos al reordenar su territorio con las leyes que podamos 
aprobar en esta Cámara? Debemos sacar la palabra “vinculante” y cambiar la palabra 
“obligatoriedad” por “orientación”. Quizá ahí podamos tener una idea más amigable respecto a no 
avasallar las autonomías departamentales; los que somos del interior convivimos con una postura 


centralista histórica como para seguir agravándola con nuevas leyes. Cada vez se va a estar más en 
desventaja con estas posturas. Yo parto de la base de que no hay un mal espíritu y que con este tipo de 
leyes se busca la centralización de los conceptos para facilitar la tarea, pero vamos a llevar la 
centralización cada vez más preconizada a la capital nacional en detrimento de los territorios, que 
están sufriendo una serie de consecuencias con respecto a puestos de trabajo, inversiones, etcétera. 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- Los instrumentos del ámbito nacional, las directrices y los programas del 
Poder Ejecutivo van a ser vinculantes y obligatorios. El artículo 3” se refiere a las instituciones 
públicas, y no es un término que esté en la Constitución. ¿Por qué se utiliza ese término y no gobierno 
departamental o ente autónomo? No soy abogado, pero entiendo que institución pública no es una 
terminología constitucional. ¿Se habla de un concepto amplio para que incluya a los gobiernos 
departamentales? Si es así, las disposiciones que dicte esta ley y los programas del Poder Ejecutivo - 
porque son instrumentos del ámbito nacional, pero esta le ley delega esa competencia- serán 
obligatorios para las intendencias. Entonces, se da una jerarquización. No será un mutuo acuerdo 
entre el Poder Ejecutivo y el gobierno departamental, sino que este estará obligado a cumplir la ley de 
Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible y los decretos del Poder 
Ejecutivo. 


Tenemos un antecedente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo ante una denuncia de una cantera en 
Montevideo, ante lo cual se falló que era competencia de ambas partes por igual. A partir de la aprobación de 
esta ley no será más así. Los programas -decretos del Poder Ejecutivo-, que son instrumentos de 
ordenamiento territorial del ámbito nacional, serán obligatorios para las intendencias. Por eso los intendentes 
que estuvieron aquí -con posición personal y no del Congreso de Intendentes-, tanto Botana como Osorio -no 
sé si Pereyra-, recalcaron que estaban muy preocupados por este proyecto de ley por las autonomías 
departamentales. Si leen, se informan y reflexionan sobre el artículo 3*, van a estar mucho más que 
preocupados. A partir de ahora se va a establecer un orden jerárquico y los gobiernos departamentales se 
verán obligados a cumplir con la ley y con los programas del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- Sigo mirando los artículos 1”, 2? y 3” y en ninguno veo la 
palabra “programas”. El artículo 1” habla de “La presente ley” y el artículo 3” de “Sus disposiciones”, 
o sea, las de la ley. No habla de ningún programa. Aun si elimináramos este artículo, quedaría vigente 
lo que establece el artículo 2” de la Ley N* 18.308, que establece: “Los instrumentos de ordenamiento 
territorial son de orden público y obligatorios en los términos establecidos en la presente ley. Sus 
determinaciones serán vinculantes para los planes, proyectos y actuaciones de las instituciones 
públicas, entes y servicios del Estado y de los particulares”. 


Desde 2008 a la fecha se ha aprobado una cantidad de planes departamentales y regionales y no ha habido 
ningún avasallamiento; por el contrario, todos los intendentes de cualquier partido son contestes en resaltar 
las bondades que tiene la planificación. Mi departamento está gobernado por el Partido Nacional hace añares, 
y hay un plan de ordenamiento territorial, y no he oído que haya existido ningún problema, o que se haya 
dejado de construir viviendas por la ley de ordenamiento territorial. Por el contrario, cuando no existía 
ordenamiento, en el barrio donde vivo se había instalado una empresa multinacional por falta de 
planificación, por la llamada libertad, y después hubo que hacer una gran movida para trasladar toda esa 
estructura a un lugar adecuado como el que está ahora. Me refiero a Saman. 


Insisto: acá no se habla de ningún programa. Eso está en la ley de ordenamiento territorial, que no es lo que 
estamos discutiendo; fue aprobada hace años y no implicó ningún avasallamiento y ya usaba los términos 
“obligatoriedad” y “vinculantes”. Y así tiene que ser, porque si se aprueban normas genéricas y 
programáticas como estas tienen que ser vinculantes, pero no causan ningún problema. Como bien dijo el 
diputado que me antecedió, se complementan con los instrumentos departamentales. Este proyecto de ley no 
trata de ningún tema departamental. Ese es otro instrumento complementario 


Francamente, estamos buscando cosas que no se dicen. Si se hablara de los programas del Poder Ejecutivo en 
el proyecto, veríamos de qué se trata, pero no es así. Eso figura en la ley aprobada. 


Obviamente que el Poder Ejecutivo, las empresas del Estado, los ministerios, las intendencias, todos hacen 
programas con respecto al territorio, pero no vemos problema en cuanto a la autonomía. Si sacamos este 


artículo, sigue vigente en la ley anterior. Hasta ahora ningún intendente dijo que se le estaban avasallando las 
autonomías, porque son competencias concurrentes de lo departamental y nacional, y por algo el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene convenio con todas las intendencias para 
trabajar juntos en los planes de ordenamiento, y se han venido haciendo sin ningún tipo de dificultad. Nadie 
discute las bondades de tener un ordenamiento territorial. Creo que eso no está en discusión. ¿O sí? Yo creo 
que no. 


SEÑOR YURRAMENDI (José).- Podemos ponernos de acuerdo si cambiamos el término 
“obligatoriedad” por “orientaciones” y retiramos la palabra “vinculante”. No le quita peso a esta ley y 
tampoco nos deja dudas con respecto a las autonomías departamentales. Esa es mi propuesta. 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- En la misma línea que el diputado Yurramendi, entiendo 
que el término “obligatoriedad” estaría generando la problemática. Cambiándolo por otro estaríamos 
evitando la posible injerencia nacional en las autonomías departamentales. 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- La Ley N” 18.308 establece que los programas serán desarrollados por el 
Poder Ejecutivo; inclusive, se crea un super ministerio, que sería de medio ambiente. 


Para no aislar los artículos, quiero decir que el artículo 15 establece la retroactividad de la ley. Esta ley va a 
ser retroactiva. Los instrumentos anteriores a esta ley, y posteriores a 2008 -que fue cuando se votó la Ley 
N* 18.308-, se deberán ajustar a ella. Se establece la obligatoriedad de los instrumentos del ámbito nacional, 
y la Ley N* 18.308 dice que son dos: los proyectos de ley, como este, y los programas del Poder Ejecutivo. 
Son instrumentos de ordenamiento territorial del ámbito nacional. A los gobiernos departamentos se les va a 
establecer la obligatoriedad de cumplir con los decretos del Poder Ejecutivo y van a ser retroactivos. Por eso 
insistimos en el criterio que establece la Ley N” 18.308 en cuanto a diferenciar los instrumentos del ámbito 
nacional. Unos son los proyectos de ley que establecen ciertas garantías de discusión parlamentaria, de la 
sociedad civil, de la academia, y los otros son los programas del Poder Ejecutivo. Como el artículo se refiere 
a los instrumentos del ámbito nacional, no solo se abarca a los proyectos de ley, sino también a los 
programas. La ambigúedad de la redacción hace que entren los programas que son potestad del Poder 
Ejecutivo. Por eso insistimos mucho en esto, por la terminología que se utiliza. 


SEÑOR AROCENA (José).- Propongo que al final el artículo termine diciendo algo así como: no se 
alterará o modificará las disposiciones ya existentes en los departamentos de acuerdo a las normativas 
locales determinadas por gobierno y/o junta departamental. De esa forma podríamos estar 
salvaguardando las disposiciones regionales. 


Debemos pensar qué país queremos: si más unitario o más federal. Es parte de la histórica discusión que 
tienen todos los países. ¿Hacia dónde queremos orientarnos? ¿Hacia la determinación de los pueblos o hacia 
el centralismo de las determinaciones? Si damos una correspondencia e importancia a los gobiernos 
departamentales estaremos cumpliendo con nuestra visión de republicanismo. Planteamos claramente que en 
el último artículo se establezca que no se podrá violentar ni avasallar ninguna determinación que tengan los 
gobiernos departamentales. 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- También propondría que se eliminara la retroactividad de 
la ley, como se establece en el artículo 15. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como Unidad Popular no va a votar el proyecto, está bien que plantee su 
posición, pero supongo que no va a presentar ningún texto alternativo, por eso propongo al Partido 
Nacional que lo haga, a los efectos de que se contemple su visión y lo podamos analizar antes de la 
próxima sesión. 


Por lo que entendí, propone cambiar el título del artículo 3* y al final agregar una frase que diga que no se 
alterará o modificará las normativas locales, y también que no sea retroactivo como marca el artículo 15 del 


proyecto. 


Por lo tanto, dejaremos este artículo para la discusión final. 


Pasamos al Capítulo II “Bases y objetivos estratégicos nacionales”. 
Léase el artículo 4*. 
(Se lee) 


———(Hay alguna observación? 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- Acá aparece el término “programas” que al diputado le 
complicaba tanto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- Precisamente, todos los días se ejecutan programas. 
Insisto en que todas las instituciones, el Poder Ejecutivo, los ministerios, las empresas del Estado, las 
intendencias, todos los días ejecutan programas y esta ley establece lineamientos generales a los cuales 
esos programas tienen que estar sometidos. Acá se establece: “el ejercicio del ordenamiento territorial 
como función pública a través de un sistema integrado de directrices, programas, planes y actuaciones 
de las instituciones del Estado con competencia a fin de organizar el uso del territorio de acuerdo con 
los principios rectores enumerados en el artículo 5” de la citada ley”. 


Quiere decir que esos programas tienen que estar de acuerdo con el artículo 5%, con los objetivos estratégicos 
integrales. 


Obviamente que los programas no pueden estar en este proyecto de ley; aquí se establecen los principios que 
regulan esos programas. Un programa no puede establecer algo en contra de esto. 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- La acotación en el artículo 3? me da tranquilidad. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, en el artículo 4” hay acuerdo. 


Léase el artículo 5*. 
(Se lee) 


———(Hay alguna observación? 
SEÑOR PÉREZ (Carlos).- Volvemos a referirnos a la cuestión general del proyecto. 


Estamos de acuerdo con el instrumento de planificación, pero siempre va a haber intencionalidad al ordenar 
el territorio. Es legítima la intención que tiene el Frente Amplio, pero nosotros estamos en desacuerdo con 
ella, también legítimamente. Hay una intencionalidad de un proyecto de país y acá se empieza a expresar. En 
el literal c) del artículo 5* se pone el acento en el polo logístico nacional. En otra época a eso se le llamaba 
país de servicios. Realmente, se debería discutir cuál es el proyecto de país; las directrices intentan eso. Hay 
conceptos que habría que discutir. ¿A qué se refieren con “generar”? ¿Y con “específico”? Cuando se habla 
de las directrices del ordenamiento del territorio, la Ley N” 18.308 es la general; y esta ley debería ser 
específica. ¿Pero esto quiere decir que va a legislar para el padrón de mi casa? No; eso sería inconstitucional. 
Pero tendría que ser específica en el sentido de que si se van a definir áreas de uso diferente, hay que 
establecer especificidades: cuáles son, dónde se van a localizar. Y eso lo debería hacer este proyecto de ley, 
no el Poder Ejecutivo. Eso es lo que da garantías de discusión democrática a todos los ciudadanos del país, al 
sistema político y a la academia. Esta ley tiene que ser específica y mapear el territorio. Acá se expone el 
objetivo principal de este proyecto de ley: hacer de Uruguay un centro logístico nacional. Se define que se 
quiere a Uruguay como un polo logístico donde seguramente las multinacionales, con ese estímulo fiscal, a 
través de las zonas francas, ingresarán mercaderías para colocarlas en el Mercosur. Ahí se define una 
inserción internacional del Uruguay con la que no estamos de acuerdo. 


Si uno profundiza en el literal c) nota que el Estado se compromete a disponer de la infraestructura en vías y 
puertos. No habla de disponer del tren, sino de las vías; va a hacerse cargo de lo que es caro. El tren de carga 
estará en manos privadas, como está Servicios Logísticos Ferroviarios. 


Este artículo empieza a exponer la intencionalidad del proyecto de país de este instrumento. Estamos de 
acuerdo en ordenar el territorio, pero no estamos de acuerdo con el proyecto de país que pretende este 
ordenamiento territorial. 


El literal a) nos preocupa muchísimo. Cuando habla de todos los sectores de la economía nacional habría que 
diferenciarlos en escalas. Se habla del desarrollo de la minería, pero ¿a qué escala? ¿Estamos de acuerdo con 
la minería de gran porte? Se habla de desarrollar el sector petrolero, pero ¿a qué escala? ¿Estamos de acuerdo 
con el fracking? 


Se habla de forma muy general; este proyecto de ley daría las garantías de discusión democrática si lograra la 
especificidad que requiere un proyecto directriz. Lo general es la Ley N* 18.308; este proyecto debería ser 
específico, mapear, definir y expresar claramente qué proyecto de país se quiere y dar garantías de discusión 
democrática. 


El literal a) promueve el desarrollo de todos los sectores, pero no define las escalas ni prohíbe nada. Parece 
que vamos a estar de acuerdo con el fracking, con la minería de gran porte, con los transgénicos, con el 
modelo forestal. ¿Por qué no topearlo? Después vamos a hablar de la tierra y de las grandes omisiones que 
tiene este proyecto. Por ejemplo, ¿por qué no topear el latifundio? ¿Por qué no establecer una legislación de 
frontera? ¿Por qué no hablar de las sociedades anónimas en la tenencia de la tierra? 


En ese sentido es que este proyecto debería ser específico y no lo es. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- No quiero gastar tiempo de la comisión en un 
contrapunto, pero voy a leer uno de los literales: “a) promover y consolidar el desarrollo de las 
actividades de todos los sectores de la economía orientando y regulando, su localización ordenada, su 
articulación consistente y sustentable, de manera tal que contribuyan a la integración y cohesión social 
en el territorio”. No habla solo de la logística. 


El literal e) establece: “proteger el ambiente, promoviendo la conservación y uso sustentable de la 
biodiversidad y de los recursos naturales y culturales, según lo que establecen las disposiciones en la 
materia”. 


Lógicamente, hay un montón de cosas que son decisiones políticas. Cada partido, cuando consiga los votos y 
gobierne, establecerá la reforma agraria que quiera, los puertos, prohibirá, fomentará y hará lo que la 
ciudadanía le encomiende a través de un programa que contenga propuestas sobre múltiples asuntos. Pero eso 
no puede estar contenido en una ley que es bastante más general. 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- Me quiero referir al literal e) que habla de proteger el 
ambiente. Ahí sí me extendería sobre la defensa del agua, y del acuífero Guaraní -que es el caso que me 
compete, que comprende a Paysandú, Tacuarembó y Salto-, sobre el que nos hemos manifestado 
abiertamente desde el punto de vista departamental a través de una ordenanza con peso de ley, porque 
tiene un soporte ciudadano importantísimo. De eso no se habla en el literal ni tampoco en el 

artículo 18, que se refiere a normas de protección del ambiente. En ese caso creo que habría que ser 
más específico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Asociación de Agrimensores del Uruguay hizo una observación con 

respecto al literal c) del artículo 5”. Ellos pedían que en lugar de establecer “potenciar la ubicación 
estratégica del país, posicionándolo como centro logístico nacional” dijera “potenciar la ubicación 

estratégica del país, posicionándolo como centro logístico regional”. 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- Quiero aclarar que cuando el proyecto se refiere a lo regional tiene que ver 
con lo departamental. Entonces, si nos queremos referir a lo regional continental capaz que habría que 
especificarlo. Por ejemplo, cuando habla de instrumentos regionales se refiere a la región este: 
Maldonado, Lavalleja. Si queremos hablar de la región internacional habría que especificarlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase la observación de la Asociación de Agrimensores del Uruguay. 


(Se lee:) 


“El literal c) del artículo 5* hace referencia a un centro logístico nacional y entendemos que debería referirse 
a un centro logístico regional”. 


Entonces, el artículo 5* tiene dos observaciones: la sugerencia de la Asociación y el planteo que hace la 
diputada Vásquez sobre el literal e). 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- También se puede contemplar en el artículo 18, que se 
refiere a normas de protección del ambiente. Quiero que se establezca a texto expreso la defensa del 
agua y la eliminación de la posibilidad de explotación. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ÁLVEZ (Edgardo).- Eso está en otras leyes. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 18 del proyecto. 


(Se lee) 


Léase el artículo 6* de la Ley N* 17.283, Ley General de Protección del Ambiente. 
(Se lee:) 


“(Principios de política ambiental).- La política nacional ambiental que fije el Poder Ejecutivo se basará en 
los siguientes principios: A) La distinción de la República en el contexto de las naciones como “País 
Natural”, desde una perspectiva económica, cultural y social del desarrollo sostenible. B) La prevención y 
previsión son criterios prioritarios frente a cualquier otro en la gestión ambiental y, cuando hubiere peligro de 
daño grave o irreversible, no podrá alegarse la falta de certeza técnica o científica absoluta como razón para 
no adoptar medidas preventivas. C) Constituye un supuesto para la efectiva integración de la dimensión 
ambiental al desarrollo económico y social, la incorporación gradual y progresiva de las nuevas exigencias, 
sin que por ello deba reconocerse la consolidación de situaciones preexistentes. D) La protección del 
ambiente constituye un compromiso que atañe al conjunto de la sociedad, por lo que las personas y las 
organizaciones representativas tienen el derecho- deber de participar en ese proceso. E) La gestión ambiental 
debe partir del reconocimiento de su transectorialidad, por lo que requiere la integración y coordinación de 
los distintos sectores públicos y privados involucrados, asegurando el alcance nacional de la instrumentación 
de la política ambiental y la descentralización en el ejercicio de los cometidos de protección ambiental. F) La 
gestión ambiental debe basarse en un adecuado manejo de la información ambiental, con la finalidad de 
asegurar su disponibilidad y accesibilidad por parte de cualquier interesado. G) El incremento y el 
fortalecimiento de la cooperación internacional en materia ambiental promoviendo la elaboración de criterios 
ambientales comunes. Los principios antes mencionados servirán también de criterio interpretativo para 
resolver las cuestiones que pudieran suscitarse en la aplicación de las normas y competencias de protección 
del ambiente y en su relación con otras normas y competencias”. 


Léase el artículo 6* del proyecto. 


(Se lee) 


SEÑORA VÁSQUEZ VARELA (Patricia).- El literal a) me remite al artículo anterior, al literal que se 
refiere a proteger el ambiente. El tema minero me preocupa seriamente y creo que se podría incluir en 
el literal e) del artículo 5”, a efectos de impedir la minería a cielo abierto 


Con respecto al literal e) del artículo 6* tenemos que poner en el tapete el tema de los transgénicos. Estamos 
promoviendo la imagen de Uruguay Natural y no se habla nada de eso. Me gustaría que esa temática fuera 
tratada antes de votar el artículo. 


SEÑOR AROCENA (José).- Recién se hacía mención a la presencia de la Asociación de Agrimensores 
del Uruguay y precisamente ellos comentaron que el literal d), relativo a la promoción de la 
diversificación de la matriz energética, no debería estar contenido en este proyecto. No estaría dentro 


de las potestades este punto en particular. Ese literal no le cambia la vida a nadie, y si lo sacamos 
estaríamos siendo más prolijos, y haciéndonos eco de las observaciones de la Asociación. 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- Esto expresa un modelo de país en el que se pretende ordenar el territorio. 
Se habla de promover el desarrollo de la producción primaria, agropecuaria y minera. En realidad, 
cuando se habla de la producción agropecuaria no se define hacia dónde se va. Si se quiere ordenar el 
territorio hacia una dirección habría que decir que la producción agropecuaria que queremos 
fomentar es la soja transgénica y el modelo forestal, con latifundio de 250.000 hectáreas. Esa sería una 
dirección. O, de lo contrario, habría que decir que queremos una producción agropecuaria de 
alimentos orgánicos. Esa sería otra orientación. En la medida en que uno lee este artículo, que habla de 
la escala de la minería, y el artículo 29, que se refiere a la convivencia entre los organismos modificados 
con los otros, realmente se da cuenta hacia dónde va este proyecto. Si bien podemos estar de acuerdo 
en que es mejor localizar la población rural para concentrar algún servicio, creemos que se expresa la 
intención de despoblar el campo. Nosotros dejaríamos todo por escrito para darle a la gente la 
posibilidad de discutir. ¿Qué queremos: soja transgénica y eucalipto, o alimentos, que es lo que 
necesita el mundo? Ahí sí sería democrático y estaríamos dando directrices hacia dónde vamos, qué 
producción agropecuaria y que minera queremos, y a quién beneficiaría, que es muy importante. 


Cuando se habla de la matriz energética, no solo hay que establecer que queremos diversificarla, y si bien se 
debería hablar más de la localización como dijeron los agrimensores, también habría que establecer a texto 
expreso que queremos energías limpias Ahí también habría que discutir si estaría en manos privadas o del 
Estado, aunque capaz que eso escapa a esta ley. En esa matriz energética ¿incluimos la explotación del gas de 
la piedra de esquisto? ¿Promovemos el fracking? Cuando uno quiere dar garantías democráticas de discusión 
para que participe el sistema político, la academia y la sociedad, esas cosas hay que expresarlas. Por eso 
decimos que los contenidos del proyectos no son lo suficientemente específicos. En realidad no orienta, no da 
directrices, o en realidad sí, uno se va dando cuenta que hay una orientación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se tendrán en cuenta las observaciones del diputado Arocena y de la 
diputada Vásquez. 


Léase el artículo 7*. 


(Se lee) 


Si no hay observaciones, pasamos al siguiente. 
Léase el artículo 8*. 


(Se lee) 


Si no hay observaciones, continuamos. 
Léase el artículo 9*. 
(Se lee) 


——— Aclaro que al final del artículo dice “en el mismo” y debería decir “en la misma” porque se refiere a la 
. . E 
estructura territorial. 


Léase el artículo 10. 


(Se lee) 


SEÑOR PÉREZ (Carlos).- El artículo 9” de la Ley N” 18.308 establece que las directrices deben 
identificar las actuaciones estratégicas y ahora las directrices establecen que alguien más deberá 
identificar. Entonces, no estamos identificando. De ahí que la academia plantee que el territorio debe 
estar mapeado para que se pueda discutir con la sociedad y el sistema político. 


Cuando se define el territorio se dice que no es solamente la expresión física y espacial, sino las relaciones 
sociales, económicas y productivas. Cuando uno instala un polo logístico en el Cerro transforma la zona. 
Antes ahí había chacras y se producían alimentos orgánicos que abastecían Montevideo, y las verduras tenían 
un precio, ahora tienen otro. Entonces, cuando uno define una actuación hay que identificar las estratégicas. 
Si uno define que quiere hacer el puente Buenos Aires- Colonia y define las Rutas 1 y 9 como un corredor -es 
el plan IRSA- que une Buenos Aires con San Pablo, que es el objetivo, y en el camino pone polos logísticos, 
y se lo dice a la gente y se lo deja discutir, es una cosa, pero si lo establece de esta manera, y nadie lo discute, 
es otra. Después decimos que esa actuación estratégica se la vamos a delegar al Poder Ejecutivo a través de 
los programas, que son instrumentos nacionales, que serán obligatorios para los gobiernos departamentales, 
porque aquí se habla de instituciones públicas. Debería estar mapeado y se puede hacer. Por eso queríamos 
hacer esas salvedades. El objetivo debería ser mapear. Se ha tomado como ejemplo el ordenamiento 
territorial español y francés, donde después que destruyeron todo trasladaron las industrias contaminantes a 
Latinoamérica. Ellos empezaron a hacer esto después que destrozaron todo y lo discutieron con la gente. 
Nosotros no; lo delegamos al Poder Ejecutivo. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Quiero que quede constancia de que en el polo tecnológico del Cerro antes 
había un frigorífico y no chacras. 


Propongo terminar el Capítulo III, desglosando el artículo 11, con el que hay objeciones. Dejo constancia de 
que se ha presentado un artículo sustitutivo. 


SEÑOR YURRAMENDI (José).- ¿El sustitutivo lo planteó el Poder Ejecutivo o la bancada del Frente 
Amplio? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo presentó el Poder Ejecutivo a partir de consultas de la bancada del 
Frente Amplio. 


SEÑOR AROCENA (José).- Quiero felicitar al diputado Rodríguez que es ejemplo de metodicidad en 
el trabajo. Siempre se preocupa por presentar documentación a la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 12. 


(Se lee) 


Si no hay objeciones, supongo que todos estamos de acuerdo con este artículo. 


En la próxima sesión continuaremos con el Capítulo IV “Criterios, lineamientos y orientaciones generales 
para instrumentos de ordenamiento territorial, políticas sectoriales y proyectos de inversión pública con 
incidencia territorial”. 


A solicitud de algunos legisladores que tienen otras actividades, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


